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Introducción


El voto programático ingresó al ordenamiento jurídico colombiano rodeado de las expectativas que suscitó el proceso constituyente de 1991. Se trataba de un recurso original y novedoso previsto en la nueva Carta, dirigido a materializar una situación tan extraña en la práctica como anhelada por la ciudadanía: el cumplimiento de las promesas electorales consignadas en los programas de gobierno de sus autoridades. Era otro mecanismo para fortalecer una democracia muy debilitada; tradicionalmente elitista y clientelista y constantemente amenazada por actores armados ilegales y por la mafia del narcotráfico.


Se decía que el voto programático induciría la presentación de programas de gobierno viables y financiables, que habría una comunicación más constante y directa entre los elegidos y sus electores, que esta nueva figura implicaría una especie de consulta popular sobre las prioridades comunitarias al mismo tiempo de la elección de los mandatarios locales y seccionales.1


Nada o muy poco de esto sucedió. El voto programático sigue siendo lo que en sus orígenes: un diseño institucional sin estrenar, una novedosa y original expectativa, un camino todavía por explorar. 


Esto se puede afirmar desde dos puntos de vista. En primer lugar, todavía no existe en el país una cultura de cumplimiento de las plataformas programáticas con las que se hacen elegir los mandatarios. El divorcio entre electores y elegidos —un fenómeno bastante común en democracias predominantemente representativas como la colombiana— se manifiesta con particular acento en los débiles canales de comunicación que existen entre la voluntad ciudadana que se expresa con su voto a favor de un programa de gobierno determinado y el mandato que los elegidos efectivamente ejecutan en ejercicio de la administración, en contra de la regla contenida en el artículo 259 de la Constitución. Las administraciones suelen recorrer, sin que existan motivos razonables para ello, trayectos distintos (a veces opuestos) a los trazados al inicio por los ciudadanos por la vía del voto programático.


El concepto de representación es esquivo, es uno de esos conceptos bien problemáticos de la filosofía política que se utilizan todo el tiempo en el lenguaje ordinario pero que cuesta mucho trabajo definir. A pesar de esta complejidad, unido a otro concepto complejo como el de democracia, representación comienza a ser algo más familiar. Hanna Pitkin, la teórica de la representación más importante del siglo XX, llamó a esto representación substantiva. Representación substantiva significa “actuar en interés de los representados, de una manera sensible ante ellos”.2


La elección de un representante es el momento más oportuno y el único específicamente diseñado para expresarle esos intereses. En cualquier elección democrática los ciudadanos eligen a la persona, y ya con esto el sistema político les permite expresar una parte importante de sus preferencias. Una parte importante, pero, paradójicamente, a la vez irrelevante si no viene acompañada de la posibilidad de trazarle a ese representante una hoja de ruta. En una verdadera concepción democrática de la representación política, el individuo electo está solamente en la superficie de la decisión. Lo que la sostiene, sus motivos, están en el programa de gobierno que presentó, que defendió en una campaña electoral y que venció al de sus contendores.


En Colombia, la institución del voto programático refuerza, con una cláusula constitucional inexistente en cualquier otra parte del mundo, esta aspiración. Romperla sin al menos una justificación razonable es decirles a los ciudadanos que las decisiones tomadas por ellos no importan, que en el momento de votar no decidieron nada, excepto el nombre del representante que les incumpliría. Retrospectivamente, es dejar sin razones el voto que emitieron.


El peso de una promesa en el ámbito público es similar al que tiene en el ámbito privado. Tanto el ciudadano público como el individuo privado sienten satisfacción y se sienten respetados ante el cumplimiento de una promesa o decepcionados y frustrados ante su incumplimiento. Honrar las promesas es una parte muy importante de lo que representar significa, y un tipo de conducta que se requiere de los representantes no solo para poderlos llamar, substantivamente, de esa forma, sino también para mantener o mejorar algo tan elemental pero vital como la confianza de los ciudadanos en sus instituciones democráticas. 


La problemática del voto programático se completa con una segunda dimensión referida no ya al incumplimiento de las promesas electorales, sino a la ausencia o a la ineficacia de los mecanismos para hacerlas cumplir o para castigar de algún modo su incumplimiento. El voto programático no ha superado la fase de las expectativas debido a que tampoco su principal técnica de garantía (la revocatoria del mandato) la ha podido superar. Tras más de dos décadas de vigencia de la Constitución, el balance es la mínima efectividad tanto de la institución del voto programático como de la revocatoria del mandato como mecanismo previsto para su efectividad. El derecho tiene que lograr o que se verifiquen las conductas que prescribe o por lo menos que se sancionen las conductas contrarias.3 Cuando no logra ni lo uno ni lo otro, como en este caso del voto programático, su ineficacia es estructural.


Esta investigación aspira ser una contribución a la resolución del problema de ineficacia del voto programático en Colombia. Pretende buscar soluciones al problema del incumplimiento de los programas de gobierno en el país. 


Este objetivo general puede desagregarse en varios particulares:




	Reivindicar el voto programático. Reivindicarlo como institución del derecho público en Colombia y como innovación democrática. Paradójicamente, el voto programático comparte la condición de ser una de las instituciones más desconocidas en Colombia con la de ser una de las pocas originales o “autóctonas” del derecho colombiano. 


	Encuadrarlo en la teoría democrática. Mostrar cómo el voto programático tiene cabida en una comprensión participativa y deliberativa de la democracia y mostrar por qué el incumplimiento de los programas de gobierno es una situación reprochable desde un punto de vista democrático.


	Explicar que la ineficacia del voto programático, dado su status constitucional y desarrollo legal, es también un problema jurídico. Problema que puede ser abordado desde una perspectiva garantista fortaleciendo algunos diseños institucionales que ya comprende el ordenamiento jurídico colombiano o desarrollando otros.


	Estudiar la regulación, la puesta en práctica y algunas alternativas de mejora de la revocatoria del mandato como primera garantía del voto programático. 


	Desarrollar la obligación jurídica de correspondencia entre los planes de desarrollo de las entidades territoriales y los programas de gobierno.


	Explorar la plausibilidad de considerar el cumplimiento del programa de gobierno como un derecho.


	Mapear los mecanismos de accountability en Colombia y enlazarlos como garantías al cumplimiento de los programas de gobierno.





La tesis central del libro es que la ineficacia del voto programático no se compadece con una noción participativa y deliberativa de democracia y que, por lo tanto, el orden jurídico de un Estado democrático como el colombiano, cuyas leyes y Constitución además prevén explícitamente y desarrollan la figura del voto programático, demanda (o ya dispone de) mecanismos de garantía de derecho público para hacerla efectiva, es decir, técnicas de garantía dirigidas, bien a que se verifique en el seno de las administraciones locales y seccionales el cumplimiento de los programas de gobierno impuestos por mandato a los elegidos, como lo ordena el artículo 259 de la Constitución, o bien a que se pueda sancionar de manera real su incumplimiento.


Esta propuesta se inscribe en una comprensión específica de la democracia y en una particular teoría jurídica. Así mismo, encuentra fundamento en una determinada comprensión del derecho administrativo y, en general, del derecho público como derecho sobre la administración y el poder; en ningún momento de la administración o del poder.


En la primera parte del texto, correspondiente al marco teórico de la investigación, se trabaja el tema de los posibles vínculos entre quienes están sujetos al poder político y quienes lo ostentan en una democracia. Como se verá, estos vínculos pueden ser de diversa índole y por tanto tener distintos alcances. El lenguaje político y jurídico se ha ocupado, sin embargo, en simplificar esta compleja red de relaciones en solo dos: el mandato representativo y el mandato imperativo. Estos conceptos guardan una estrecha relación con la idea de democracia y sus variaciones o modelos: la idea misma de mandato varía según el modelo de democracia que se adopte.4


En este trabajo se evalúan específicamente tres modelos de democracia: la democracia representativa (Cap. I), la democracia participativa (Cap. II) y la democracia deliberativa (Cap. III). 


No ha sido una selección arbitraria. David Held identifica en total once modelos: 1) la democracia clásica, 2) el republicanismo protector, 3) el republicanismo desarrollista, 4) la democracia protectora, 5) la democracia desarrollista, 6) la democracia directa, 7) la democracia elitista competitiva, 8) el pluralismo, 9) la democracia legal, 10) la democracia participativa y 11) la democracia deliberativa. Sin embargo, él mismo advierte que prácticamente todos los modelos caben en dos: la democracia participativa, que promueve la adopción de las decisiones públicas por parte de los mismos ciudadanos, sin intermediarios, y la democracia representativa, que instituye intermediarios o representantes elegidos por los ciudadanos para llevar a cabo esa tarea.5


Para los efectos de esta investigación, resulta suficiente desarrollar los dos tipos o modelos generales de democracia. La presentación del modelo de democracia deliberativa se explica por la posición privilegiada que en él ocupa el procedimiento democrático como fuente de legitimación de las decisiones públicas. Como se verá, en este modelo y en el de democracia participativa cabe una propuesta que apunta a sujetar de modo razonable la acción de la autoridad democráticamente instituida al mandato impuesto por la ciudadanía a través de su voto.


En la segunda parte se desarrolla como tal esa propuesta, a partir de la teoría jurídica del garantismo (Cap. IV). Esta teoría sugiere como alternativa de la ciencia del derecho para maximizar la realización del orden jurídico superior en un Estado constitucional y democrático, la actuación reconstructiva de las garantías jurídicamente previstas para alcanzar ese propósito o la propuesta de nuevas garantías.


La investigación se desenvuelve en estos dos planos. Luego de la descripción normativa del voto programático (Cap. V), el trabajo incluye una revisión detallada de la revocatoria del mandato como respuesta institucional o garantía ya existente para resolver el problema de ineficacia del voto programático (Cap. VI). Así mismo, incorpora un estudio de la obligación de correspondencia entre los planes departamentales y municipales de desarrollo y los programas de gobierno impuestos por mandato a los elegidos gobernadores y alcaldes (Cap. VII), así como un análisis del tema del control sobre la administración a partir de la idea más amplia de accountability (Cap. IX). Estas contribuciones tienen en común que constituyen desarrollos del orden jurídico vigente, operan en un plano interno debido a que su utilización se desprende de lo que ya está dispuesto en la Constitución y en las leyes de Colombia para que el voto programático cumpla su propósito o para que se sancionen aquellas conductas que atenten contra los mandatos democráticamente conferidos.


Pero, como se adelantó, este trabajo tiene también una carga de proyección o propuesta importante. Para el garantismo, el progreso del derecho y de las sociedades que este regula demanda de la ciencia jurídica una actitud también creativa para elaborar nuevas técnicas de garantía o tender puentes sobre la distancia que muchas veces separa lo normativo de lo fáctico, lo que debe ser del derecho de lo que efectivamente es en un orden social.


En este intento se inscriben algunas propuestas contenidas en el trabajo, dirigidas, por ejemplo, a mejorar aspectos del diseño del voto programático y de la revocatoria del mandato, a formular posibles sanciones por la expedición de planes de desarrollo manifiestamente contrarios a los programas de gobierno inscritos y a fortalecer tanto los mecanismos de control político como de accountability social. Se ha incluido también un capítulo que plantea el problema, junto con posibles soluciones, desde la perspectiva de los derechos (Cap. VIII).


Colombia cuenta con muy malos diseños institucionales que se han llevado muy lejos y con otros muy buenos que no se han llevado a ninguna parte. El voto programático hace parte de los segundos. Es un muy buen diseño institucional, desaprovechado en un país donde se necesita justamente pasar de las riñas de personalidades que no le dejan nada al ciudadano a las buenas ideas, del clientelismo rampante a la política de verdad, del voto vacío por alguien al voto programático por algo. 


Así que hay que buscar maneras de aprovecharlo. En este libro solo hay algunas, pero ya cumpliría su cometido si recuerda al lector que en el artículo 259 de la Constitución hay un camino interesante que convendría explorar en Colombia y también en otras democracias latinoamericanas que han mirado a la nuestra con mucho interés en el voto programático. En otras partes del mundo, la presunción dominante es que el mandato imperativo desapareció en la Revolución Francesa. El voto programático demuestra que no, y que de ambos bandos en la dicotomía entre representación libre y representación vinculada todavía se pueden extraer innovaciones democráticas.


Tomarse en serio los programas de gobierno es el camino indicado. Una democracia basada en ideas no solo es más madura y estable, más apta para conseguir progresos significativos, sino también más pacífica y tolerante. El debate educa, amplía las perspectivas, enseña a respetar los puntos de vista de los otros y a mejorar los propios y, cuando se trata de elegir personas, permite seleccionar a las mejores. Una democracia así planteada solamente necesita, como diría Habermas, la coerción sin coerciones del mejor argumento.6 Cualquier otra coerción, incluida sobre todo la violencia, sobra. 


Los antiguos griegos creían que de la naturaleza de las cosas hacían parte su potencia y su propósito. “La naturaleza de cada uno es su propósito”, decía Aristóteles.7 Las cosas no eran solo lo que físicamente eran, sino además lo que podían y debían llegar a ser. “La naturaleza de una bellota, por ejemplo, es llegar a ser un roble maduro, el propósito del viñedo es producir uvas de dulce sabor”.8 Esto significa movimiento, evolución.


Cuán provechoso sería entender de esta manera ese objeto social que llamamos derecho; entenderlo en permanente movimiento y evolución hacia su propósito.






	
 Estas expectativas son extraídas del Proyecto de Acto Reformatorio de la Constitución Política de Colombia nº 54, iniciativa mediante la cual se introdujo la figura del voto programático y se sometió a consideración de la Asamblea Nacional Constituyente.
↩



	
 PITKIN, Hanna. El concepto de representación. Madrid: Centro de Estudios Constitucionales, 1985, p. 233.
↩



	
 Como se verá en el Capítulo IV, esta afirmación corresponde parcialmente a la idea de eficacia del derecho en Kelsen.
↩



	
 Desagregar el concepto de democracia en sus modelos es una tarea necesaria para la teoría. La democracia sin adjetivos es todo y nada a la vez; como concepto ha venido adquiriendo la vocación para describir un sinnúmero de fenómenos de características bien diferentes. Los modelos de democracia incorporan en cambio un significado más delimitado. Como explica Held, estos modelos están integrados por generalizaciones sobre aspectos políticos, económicos y sociales que contribuyen a revelar los elementos más importantes de una forma específica de democracia (HELD, David. Modelos de democracia. 3ª ed. Madrid: Alianza, 2007, p. 25-26).
↩



	
 Ibid., p. 23. 
↩



	
 HABERMAS, Jürgen. Facticidad y validez. Sobre el derecho y el Estado democrático de derecho en términos de teoría del discurso. 5ª ed. Madrid: Trotta, 2008, p. 381-383.
↩



	
 Citado por , Costas. El fin de los derechos humanos. Bogotá: Legis, 2008, p. 34.
↩



	
 Ibid., p. 34-35.
↩









Primera parte





Capítulo I
El modelo de democracia representativa: 
La representación libre como relación de poder


La democracia liberal ha sido construida con base en el concepto de representación, tan presente en la práctica política como en el pensamiento político moderno desde Hobbes hasta los teóricos de los modelos más recientes de democracia.1 La representación supuso desde un principio un tipo muy concreto y excluyente de relaciones de poder, además con unos sujetos cuidadosamente determinados —el representante y el representado— más allá de los cuales la existencia política es impensable, tanto en el plano legislativo como en el administrativo.


El representado, en el régimen parlamentario, elige a su representante para que este, primero, nomine al gobernante en una lógica de partidos y, segundo, dicte la ley que lo somete a él, al gobernante y a su representado. El círculo se cierra y la representación nunca se rompe. La representación siempre es el dispositivo que legitima, de manera directa o indirecta, cualquier autoridad democráticamente instituida. 


Incluso en los regímenes presidenciales sucede algo parecido. En algunos, el gobernante es elegido, como en Estados Unidos, por representantes (electores) votados directamente y reunidos en un cuerpo colegiado (electoral), de manera que lo que hay entre quienes votan y el gobernante es un típico vínculo de representación, sometido nuevamente a la ley como pauta de sujeción. En otros, el gobernante es elegido en forma directa (el caso de los países latinoamericanos), pero usualmente —y en la práctica— como representante (de la nación), no como mandatario (del pueblo), de nuevo atado a la ley.2 


Aunque el derecho insista en tantas partes, a través de disposiciones constitucionales como la que establece el principio de la soberanía popular, y aunque en el lenguaje político se repita tanto que los gobernantes son mandatarios del pueblo, nada de esto los convierte, en la realidad, en sus mandatarios. En la democracia representativa solo hay representantes, nunca mandatarios. Servidores públicos en un sentido figurado, esto es, no obligados a seguir las instrucciones de los ciudadanos. 


Así las cosas, la autoridad es tan libre respecto a la voluntad del pueblo como si se dijera que no lo representa a él sino a la Nación o al ente colectivo de que se trate (municipio, departamento, provincia). Al menos en este aspecto ligado a la forma de ejercer la representación política, la soberanía popular no tiene mucho qué agregar al viejo principio que depositaba la soberanía en la nación como una entidad distinta al pueblo. 


En todos los casos, tanto del orden estatal como territorial, el modelo de democracia representativa supone el ejercicio del poder por representación, no por mandato propiamente dicho. La democracia, además, cuenta con espacios más o menos definidos —el parlamento, la administración— y con un producto: la ley. El representado no manda, elige. El representante no cumple un mandato, cumple la ley. 


Todo esto tiene también un significado desde el derecho. A los presupuestos elementales de la democracia liberal el derecho respondió con los respectivos diseños. Las relaciones de poder en clave de representación, luego de puestas en práctica durante los siglos XVII y XVIII y esbozadas en los trabajos de teóricos políticos ingleses, franceses y norteamericanos, fueron más finamente demarcadas desde el derecho, como ocurrió con el sistema de pesos y contrapesos, la igualdad ante la ley, la libertad y todas las demás fórmulas clásicas de la democracia representativa.


Por lo anterior es necesario diferenciar dos momentos. El primero es teórico y tiene que ver con las premisas sobre las cuales se construyó el concepto moderno de representación, particularmente en lo relativo a las relaciones entre representantes y representados y al grado de obligatoriedad (si hay alguna obligatoriedad) del mandato que otorgan los segundos a los primeros. El segundo momento es jurídico y hace alusión al diseño o diseños con que el derecho respondió a esas premisas teóricas.


Como se verá, la idea de que el representante no está sujeto a más pautas que la legal y, en consecuencia, la de que su relación con el representado se limita al acto constitutivo de elección, el cual no incluye mandato imperativo, surgió en la teoría política en la tradición del liberalismo político, para alojarse luego en la teoría jurídica, en concreto en la teoría del Estado bajo el diseño del mandato representativo.



1. El momento político: La representación libre 


El problema de si entre los representantes y los representados debe existir algún tipo de mandato imperativo o más bien una relación libre que se limite a la elección y no se extienda a la ejecución del poder conferido ha sido siempre central en la teoría política.3 Hanna Pitkin lo llamó la “controversia clave y clásica en la literatura sobre la representación política”.4 


En Hobbes, la representación es absoluta, lo que significa que una vez constituida, al momento del pacto, el soberano adquiere el derecho de representar en todo a los hombres y conforme a su sola voluntad, hasta el punto en que sus actos son los actos de quienes le confirieron el poder de ejecutarlos: 


Dícese que un Estado ha sido instituido cuando una multitud de hombres convienen y pactan, cada uno con cada uno, que a un cierto hombre o asamblea de hombres se le otorgará, por mayoría, el derecho de representar a la persona de todos (es decir, de ser su representante). Cada uno de ellos, tanto los que han votado en pro como los que han votado en contra, debe autorizar todas las acciones y juicios de ese hombre o asamblea de hombres, lo mismo que si fueran suyos propios, al objeto de vivir apaciblemente entre sí y ser protegidos contra otros hombres (Énfasis del original).5


John Locke6 removió las premisas teóricas del absolutismo en Hobbes con el argumento de que no puede existir sociedad política si alguno de sus miembros, en particular la persona que detenta el poder, no tiene más límites que los que le impone su propia voluntad. Esa persona sería juez de sí misma y su estado sería todavía el de naturaleza, que es justamente la situación que el Estado civil aspira reemplazar.


La idea de limitación del poder en Locke, sin embargo, es horizontal, no vertical, en el sentido de que los poderes legislativo y ejecutivo que sugiere asumen competencias diferenciadas, y en ese orden, se restringen entre sí, pero no quedan claras las limitaciones del poder desde abajo o, en otros términos, las posibilidades con que cuentan quienes están sujetos al poder para limitarlo. La representación, aunque compartimentada horizontalmente, sigue siendo absoluta y libre desde el punto de vista de los representados.


Casi un siglo después de publicado el Leviatán de Hobbes (1651) y 60 años después de publicarse el Ensayo sobre el gobierno civil de Locke (1690), su idea de libre mandato se institucionalizó en el pensamiento de Montesquieu.7 El autogobierno —decía— no es realizable en los Estados grandes ni conveniente en los Estados pequeños; de allí que el pueblo deba hacer por conducto de sus representantes lo que simplemente no está en capacidad de hacer por sí mismo. 


En Montesquieu, como en la mayoría de los autores del liberalismo clásico, la representación como mecanismo para la adopción de decisiones públicas en el Estado moderno es inevitable, y además debe ser libre: es preferible que los representantes no reciban instrucciones particulares sobre cada asunto de parte de sus representados. El pueblo es incapaz de deliberar y decidir, únicamente es capaz de elegir a sus representantes para que deliberen y decidan por él: “el pueblo no debe tomar parte en la gobernación de otra manera que eligiendo sus representantes, cosa que está a su alcance y puede hacer muy bien”.8


La pieza clave de la representación libre —el Discurso a los electores de Bristol de Edmund Burke—9 reformuló estas ventajas del mandato representativo y agregó otras dos.10 Al dirigirse a quienes lo habían elegido miembro del Parlamento por el distrito de Bristol, Burke fue sincero. Se comprometía con ellos a tener en cuenta sus opiniones, pero no podía prometerles mucho más. A veces su criterio (el de Burke) tendría que prevalecer; no podía él, como representante, quedar atado a lo que quisieran sus representados. 


¿Por qué? Primero, porque los miembros del Parlamento estaban llamados a deliberar para tomar concienzudamente las decisiones que, en su criterio, mejor convinieran a los ciudadanos. Si los representantes quedaban atados a los deseos de sus electores no tendrían para qué deliberar. Uno no delibera con personas que ya saben lo que van a votar. Uno delibera para convencerlas y dejarse convencer por ellas. 


En segundo lugar, una cosa era ser representante de un distrito y otra muy distinta ser representante por un distrito. Burke se consideraba representante por Bristol, es decir, elegido por los ciudadanos de Bristol como miembro del Parlamento británico. Pero, como miembro del Parlamento británico, Burke era un representante de todos los ingleses, no solo de los ciudadanos de Bristol que lo habían elegido. Lo mismo ocurría con todos los miembros del Parlamento. Todos habían sido elegidos por un distrito pero como representantes de la totalidad del pueblo británico. Al serlo, no tenía sentido obligarlos a cumplir las órdenes de sus electores. Debían ser libres de los deseos de sus electores para deliberar y votar, según su criterio, para satisfacer el interés general. 


La representación libre, hasta aquí, ya había encontrado cuatro argumentos a su favor. Estos argumentos, aunque puede que más delicadamente presentados, son todavía hoy el principal recurso, teórico y retórico, con que cuentan los partidarios de la representación libre.11


El primer argumento —un argumento práctico— puede sintetizarse de la siguiente manera: la representación, aun con sus desventajas, es el único mecanismo apto para la toma de decisiones públicas en el Estado moderno, por su tamaño y complejidad. Como explica Rancière: 


Suele simplificarse la cuestión reduciéndola a la oposición entre democracia directa y democracia representativa. Caso en el cual se puede, simplemente, hacer jugar la diferencia de tiempos y la oposición de la realidad a la utopía. La democracia directa, se dice, era buena para las ciudades griegas antiguas o para los cantones suizos de la Edad Media, donde toda la población de hombres libres podía caber en una sola plaza. A nuestras vastas naciones y a nuestras sociedades modernas solo les conviene la democracia representativa.12 


Los otros tres argumentos son más de conveniencia. Aun en el improbable evento de que el pueblo pudiera tomar directamente algunas decisiones, sería mejor, más conveniente, que no lo hiciera. Primero, porque los representantes deben poder deliberar, para lo cual deben también ser libres para cambiar de opinión, incluso para respaldar una opinión contraria a la de sus electores. Segundo, porque los votantes no son “dueños” de sus representantes. Todos los representantes, aunque lo sean por distintos distritos o circunscripciones, deben serlo de la totalidad de la nación. 


En el último argumento no nos hemos detenido mucho hasta ahora: es el de la superioridad intelectual de los representantes sobre sus representados. No obstante la sucesión de premisas teóricas que contribuyeron a dar forma a este argumento, es en las Consideraciones sobre el gobierno representativo de Mill, publicadas en 1861, donde se encuentra con mayor claridad.


Mill dedica el capítulo XII de sus Consideraciones a resolver la pregunta: “¿debe exigírsele a los miembros del Parlamento que se comprometan a actuar de una determinada manera?”.13 Más en concreto: “¿debe un miembro de la legislatura estar obligado a cumplir las instrucciones de sus comitentes? ¿Debe ser esta persona el órgano de expresión de los sentimientos de los electores, o debe actuar por sí misma?”.14


Después de todo, recuerda Mill, ambas cosas son posibles y, por tanto, la pregunta es relevante. En países como Holanda, quienes concurren a la asamblea no son sino delegados de sus comitentes, de los cuales reciben instrucciones para decidir todos los asuntos, mientras que en la mayoría de las democracias representativas, los representantes votan u expresan su opinión según sus convicciones, que pueden ser distintas a las de sus electores.


Para Mill, la respuesta a estas preguntas se deriva de los dos presupuestos más importantes del buen gobierno: 1) responsabilidad política y 2) materialización de las ventajas que supone la mayor aptitud o inteligencia del gobernante. Este segundo presupuesto contiene el principio que Mellizo llama “de competencia” o “capacidad”, “según el cual se estipula que los individuos mejor preparados y en posesión de más altas cualidades personales contribuyan en mayor medida a implementar los fines educativos de la misión gubernativa”.15


El problema radica en que la garantía de este principio tiene un precio —y un precio muy alto— que para Mill se paga permitiéndole al representante, habida cuenta de sus facultades superiores, disentir cada tanto de las opiniones de los representados, quienes tienen una inteligencia inferior. En palabras de Mill, “si lo que se persigue es tener representantes que sean intelectualmente superiores al elector medio, debe asumirse que el representante diferirá en ocasiones de la opinión de la mayoría de sus comitentes; y que cuando esto ocurra, su opinión será casi siempre la más correcta de las dos”.16


Las raíces del principio de competencia están en otra idea que Mill defendió y que se repite hasta la actualidad siempre que se intenta cuestionar la representación política por su fundamento elitista: los puntos de vista de la clase más educada no tienen por qué ceder ante las opiniones de las menos educadas. El gobierno representativo permite que todos participen, pero no que la mayoría ignorante domine a la minoría más educada. Es el argumento ya condensado en el ejemplo de Platón17 del barco que debería ser conducido por el piloto experimentado y no por los marineros que nada saben de náutica. Es la pregunta de Borges, con su respuesta: “¿Usted cree que para resolver un problema matemático o estético hay que consultar a la mayoría de la gente? Yo diría que no; entonces ¿por qué suponer que la mayoría de la gente entiende de política? La verdad es que no entienden”.18 


Las conclusiones de Mill sobre el problema son muy reveladoras para el entendimiento del mandato representativo, que fue el diseño jurídico que les siguió: 




	
Primera conclusión: En el gobierno representativo no debe exigírsele a quienes ostentan la calidad de representantes que asuman el compromiso formal de decidir en uno u otro sentido. 


	
Segunda conclusión: Quienes eligen tienen derecho a conocer las opiniones de los candidatos y a rechazar a aquellos que difieran de sus convicciones políticas más profundas. 


	
Tercera conclusión: Los representados, si reconocen la superioridad mental de su representante, deben admitir que este difiera de sus opiniones en aquellos asuntos que no comprometan sus convicciones políticas. 


	
Cuarta y quinta conclusión: Los ciudadanos deben buscar representantes en cuyo juicio puedan confiar para que libremente obedezcan su propio criterio, y entre representantes así y otros que coincidan casi siempre con ellos, deben optar por los primeros.






2. El momento jurídico: El mandato representativo


La idea de que no deben existir ataduras programáticas o de otra índole en la relación de representación se tradujo al lenguaje jurídico bajo el diseño del mandato libre o representativo, de conformidad con el cual, en desarrollo del principio de soberanía nacional, como “el representante lo es de la nación entera y no del grupo o región que lo ha elegido […] el que sufraga o elige no impone obligaciones al candidato ni confiere mandato (imperativo) al funcionario electo”,19 a la manera en que, por ejemplo, lo prescribía en Colombia el artículo 179 de la Constitución de 1886.


La recepción del mandato libre en la democracia representativa eliminó de plano cualquier posibilidad de mandato imperativo. Este mandato implica un vínculo distinto entre representantes y representados por medio del cual estos pueden hacer que aquellos cumplan sus instrucciones u órdenes. Esta idea, derivada de los principios de participación y soberanía popular, incorpora, en los casos en que se expresa en la forma de mandato programático, una alternativa de control del elector sobre las decisiones de la administración.20


Para demostrar que el diseño jurídico de la representación (mandato representativo), como presupuesto del modelo de democracia adoptado, excluyó radicalmente la posibilidad de su opuesto (mandato imperativo), se reconstruirán aquí los aportes de tres autores partidarios de esa postura: Kelsen y Carré de Malberg en sus teorías generales del Estado y Weber en Economía y sociedad. Estos autores son fundamentales para comprender los diseños jurídicos que siguieron a la consolidación del orden estatal, incluido el concepto de mandato representativo, del cual los tres se ocuparon para explicar y justificar las relaciones de poder constituidas en Occidente desde las primeras revoluciones.


2.1. El libre mandato y el problema del “pueblo mudo” en Kelsen


Los trabajos de Kelsen fundaron con otros de su tiempo la idea mayoritaria de representación durante el siglo XX en el contexto del derecho público. Kelsen,21 en su Teoría general del Estado, publicada por primera vez en 1925 en Alemania, parte del concepto de representación en el derecho civil, reconociendo en este ordenamiento sus orígenes. En la representación del derecho civil, la voluntad del representante cuenta como voluntad del representado. Consecuente con su pretensión de atenerse únicamente a lo prescrito por el orden jurídico positivo, Kelsen aceptó primero la posibilidad de que en la relación representativa exista algún tipo de mandato claro o imperativo, como sucede en el derecho civil, pero solo cuando una norma de derecho vigente así lo permita. El parlamento, dice Kelsen, 


[…] podría ser considerado como órgano del pueblo, sin recurrir a ficciones, si el derecho positivo determinase que aquél fuese el mandatario de éste, es decir, si estableciese que las resoluciones parlamentarias habían de estar ligadas en todo caso a lo que el pueblo manifestase de algún modo ser su voluntad. También esta relación es posible; las constituciones de tipo estamentario ponen a las clases y estamentos en esta situación de dependencia respecto de sus electores.22  


Pero Kelsen no toma por referencia las constituciones estamentarias, sino las modernas, de las que extrajo, fiel a la realidad positiva dominante en aquel momento, su concepto de representación en el derecho público, excluyendo el mandato imperativo como relación de poder, pero aceptando, en un giro interesante, que dicha supresión convierte en pura ficción el presupuesto democrático de que la voluntad del parlamento es la voluntad del pueblo (algo que ya había desestimado Rousseau),23 así como en dogma político la idea de la soberanía popular, otra de las fórmulas clásicas (para Kelsen una ficción más) de la democracia representativa. En sus palabras, 


[…] desde el momento que las constituciones modernas prohíben expresamente toda vinculación formal del diputado a las instrucciones de sus electores, y hacen jurídicamente independientes las resoluciones del parlamento de la voluntad del pueblo, pierde todo fundamento positivo la afirmación de que la voluntad del parlamento es la voluntad del pueblo, y se convierte en una pura ficción (inconciliable con la realidad jurídica). Ahora se ha suprimido el “mandato imperativo” de las constituciones estamentarias y se introduce el “libre mandato”; pero esta contradictio in adjecto —pues el concepto de “mandato” implica las ideas de vinculación e imperatividad— descubre clarísimamente la tendencia de atenerse, al menos en la terminología, a lo contrario de lo que es la realidad.24


Kelsen fundamentó su idea de libre mandato en las ventajas técnico-sociales de la división del trabajo, una propuesta de legitimación presente también en Weber. En otro escrito suyo,25 cinco años anterior a la Teoría general del Estado, argumentaba que la representación en el parlamentarismo, el sistema de gobierno democrático que mejor conoció probablemente hasta su llegada a Estados Unidos en 1940,26 era el producto, para él no solo lógico sino conveniente, de una transacción entre dos valores contrapuestos: la libertad como autodeterminación de los pueblos y la necesidad de dividir el trabajo en el Estado moderno. Para Kelsen, “toda diferenciación del organismo del Estado destinada a la división del trabajo y toda transferencia de cualquier función oficial a un órgano distinto del pueblo, significa necesariamente una restricción de la libertad”.27 


Kelsen sabía bien que la realidad (no la ficción) de la representación política significaba en la práctica la existencia de un “pueblo mudo”,28 pero su propuesta nunca fue renunciar al dogma de la representación libre ni reinstaurar el mandato imperativo, sino introducir en el sistema figuras novedosas que permitieran hasta cierto punto aproximar la realidad a la ficción. Sus palabras eran las de un liberal convencido que, no obstante, retrocedía frente a los excesos de la representación: “no cabe restablecer el mandato imperativo en su forma antigua; pero innegablemente, las tendencias que hoy persiguen este fin son susceptibles de realización en formas compatibles con la estructura del mecanismo político moderno”.29 


Además del referendo (constitucional y legal), para Kelsen era conveniente la figura de la iniciativa popular. En su opinión, “ya que los electores no pueden dar instrucciones obligatorias a sus representantes, debe quedar, por lo menos, la posibilidad de que en el seno del pueblo se manifiesten inspiraciones a las cuales ajuste el Parlamento su actividad legislativa”.30 Otros mecanismos también son deseables: abolición de la inmunidad parlamentaria e instrumentos en cabeza de los partidos para controlar y, en dado caso, expulsar, a sus diputados. Incluso, aunque Kelsen se muestra escéptico de esta idea llevada a la práctica en la Unión Soviética por cuanto duda que sea posible a largo plazo una diferenciación del trabajo tan tajante, podría pensarse en 


[…] no obligar a los partidos políticos a enviar un número de diputados individualmente designados, y siempre los mismos, en proporción a la importancia del partido, que hubiesen de colaborar en la resolución de todas las cuestiones, incluso las de tecnicismos más diversos, sino que se podría permitir a los partidos delegar de su propio seno, según la oportunidad de cada caso, los expertos con que pudieran contar para participar en la deliberación y adopción de acuerdos sobre las diversas leyes.31 


De esta manera, el parlamento estaría integrado por dos cámaras: una representativa de las áreas e intereses de la política pública que podrían corresponder a los sectores de política pública en que se divide la administración y otra eminentemente política, capaz de coordinar dichas áreas e intereses.


Muchas de las figuras propuestas por Kelsen en las primeras décadas del siglo XX (referendo, iniciativa popular, responsabilidad parlamentaria, controles a disposición de los partidos, comisiones parlamentarias técnicas) fueron años después acogidas por buena parte de las democracias occidentales. Tal vez sin proponérselo, Kelsen fue uno de los primeros demócratas participativos. Como los partidarios de la democracia participativa que le siguieron, no renegó de la existencia misma de la representación, pero sí advirtió los peligros que entrañaba, para el futuro de la propia representación política, agotar en ella el concepto de democracia. Sostuvo la necesidad de incorporarle fórmulas tendientes a hacer del “pueblo mudo” un pueblo con voz, aunque dicha voz nunca debería ser tan ruidosa o decisiva como para estar en capacidad de constituir mandatos imperativos entre electores y elegidos.


2.2. Las diferencias entre el mandato público y el mandato privado en Carré de Malberg


Carré de Malberg32 se esforzó en diferenciar el mandato público del mandato privado para sostener que la relación de representación que se configura en el primer caso no reúne las características del segundo ni produce sus efectos. Como Kelsen, partió del derecho civil, del contrato civil de mandato, en el que la elección del representante, en todos los eventos, es una operación que convierte al elector en mandante y al elegido en mandatario. En sus términos, “la idea esencial que se halla en este punto de vista es que la elección constituye una transmisión de poderes de los electores a sus elegidos. Y, en efecto, la misma palabra ‘mandato’ implica que el representante ejerce su función como encargado de representar, es decir, en virtud de una delegación o comisión que le ha sido dada por los electores-mandantes”.33 En el derecho público esta idea no es admisible: daría lugar a graves inconvenientes políticos “ocasionados por el hecho de que implica una subordinación ilimitada del elegido a sus electores”.34


Para Carré de Malberg, la primera diferencia entre el representante y el mandatario del derecho privado radica en que el mandato que recibe este, por su naturaleza, puede ser siempre revocado por el mandante, incluso en el caso de que haya sido acordado solo por un período de tiempo. En el mandato público, en cambio, no existe tal posibilidad; los electores no pueden revocar a sus representantes, ni siquiera cuando de alguna manera faltan a su deber. En segundo lugar, en el mandato privado el mandatario se hace responsable del mandato otorgado y está obligado a rendirle cuentas al mandante de su ejecución, mientras que “en la esfera de la representación de derecho público no existe nada parecido, pues el diputado no es responsable, ante sus electores, ni de su conducta política, ni de sus discursos, ni de sus votos. No queda obligado jurídicamente a rendir cuenta alguna ante sus electores”.35 La tercera diferencia es quizás la más importante. En el mandato privado, las facultades del mandatario son, y solo son, las que le hubiere conferido el mandante. Independientemente de si el mandato es general o particular, su titular es el mandante, motivo por el cual siempre puede instruir u ordenar al mandatario una manera de actuar que lo obliga y torna nulo cualquier acto que no se ajuste a sus específicas instrucciones. En otras palabras, un acto como este no vincula al mandante por la simple razón de no haberlo autorizado. 


Así, si el diputado es un mandatario, de ello hay que deducir que los electores podrán limitar sus poderes a su antojo, en el momento de la elección; podrán también indicarle un programa político, trazarle una línea de política; en resumen, imponerle órdenes precisas y obligatorias. [...]. En una palabra, si el diputado es un mandatario, queda sometido necesariamente, como tal, al régimen del mandato imperativo.36


La conclusión de Carré de Malberg ilustra el ideario liberal que en este punto inspiró la comprensión del derecho durante casi todo el siglo XX y aún hoy se replica: “todas estas consecuencias de la idea del mandato pueden estar en auge en el campo de los partidarios de la soberanía popular, pero serán rechazadas formalmente por el derecho público positivo”.37 Sin asomo de sospecha, como la que tuvo Kelsen, o margen de crítica, determinó lo mismo que Montesquieu casi 200 años atrás: “en el régimen representativo la acción de los ciudadanos en la marcha de los asuntos públicos solo se ejerce por la vía, en la forma y en la medida de su poder de nombramiento de los representantes, de suerte que en la elección agota el pueblo su derecho de participación en el ejercicio de la soberanía”.38


2.3. La representación libre y la representación vinculada en Weber


Las tesis de Weber39 no difieren de manera apreciable de las de Kelsen y Carré de Malberg, excepto por su intento de distinguir las distintas clases de representación, que para él, históricamente, serían cinco: 1) la representación apropiada, 2) la representación estamental, 3) la representación vinculada, 4) la representación libre y 5) la representación de intereses. Entre estas clases de representación interesan dos para los efectos de este trabajo: la representación vinculada y la representación libre.


En la representación vinculada, el poder de los representantes elegidos “está limitado tanto para las relaciones internas como las externas por mandato imperativo y derecho de revocación, y ligado al asentimiento de los representados”.40 Estos representantes “son en verdad funcionarios de aquellos a quienes representan”.41Los antecedentes de la representación vinculada o mandato imperativo que Weber relata —los cahiers de doléances en la Francia prerrevolucionaria y las repúblicas de consejos o cantones— han sido suficientemente superados por el modelo de democracia adoptado en la mayoría de sociedades occidentales.42


En la representación libre, 


El representante, por regla general “elegido” (eventualmente “designado”, formalmente o de facto, por turno), no está ligado a instrucción alguna, sino que es señor de su propia conducta. Sólo necesita atenerse con carácter de deber moral a lo que son sus propias convicciones objetivas, pero no a tener en cuenta los intereses particulares de sus delegantes. La representación libre, en este sentido, es frecuentemente la consecuencia de fallos o de lagunas en las instrucciones. En otros casos, sin embargo, el verdadero sentido de la elección de un representante es éste, que lo convierte así en el “señor” investido por sus electores y no en el “servidor” de los mismos.43


Weber vincula este último tipo de representación a la actividad política de la democracia moderna. La representación libre es la única posible en el Estado moderno. El mandato imperativo, en cambio, aunque ha existido marginalmente en sociedades pre-modernas o más recientes pero en todo caso reducidas en tamaño, no tiene ninguna cabida en las modernas sociedades de masas.



3. El mandato imperativo antes y ahora


La representación libre es una de esas creaciones revolucionarias que casi lograron desparecer de la faz de la tierra su opuesto. Los revolucionarios franceses literalmente buscaron demoler el Antiguo Régimen. Como decía Toqueville,44 su objetivo era volver a empezar, dividir la historia en dos. Eso incluía las instituciones políticas y también la representación política, al menos como era concebida antes de la Revolución. 


La representación no es un invento moderno. Nació mucho antes que la Ilustración, que los principios liberales y que la democracia.45 Solo que era ejercitada, desde la Edad Media, de una manera distinta a la que hoy conocemos —simplificando mucho la historia y la práctica política previa a la modernidad— como mandato imperativo. 


Así que, para hablar de mandato imperativo ahora, hay que retroceder hasta siete siglos para remontarse a las cortes medievales europeas: a los síndicos (representantes) que atendían los llamados del rey investidos de poderes dados por sus ciudades para transar con el monarca hasta lo permitido por sus mandantes.46 


El relato moderno construido desde la Revolución Francesa y que heredaron y profundizaron tanto teóricos del Estado como filósofos de la política es claramente una imagen ridiculizada del mandato imperativo. Se lo muestra como un tipo de representación donde el representado (por ejemplo, un pequeño pueblo) daba una orden a uno de los suyos para que luego la cumpliera frente al rey. Si el pueblo pedía algo o no estaba de acuerdo con algo el representante solo tenía que cumplir la orden de comunicárselo al rey. Lo cierto es que las cosas eran menos simples. El mandato imperativo sí implicaba instruir al representante, darle órdenes, pero no siempre ni en todos los lugares para que las cumpliera al pie de la letra sin alguna deliberación o negociación previa. En las antiguas cortes también se deliberaba, y con frecuencia esos representantes atados a los mandatos imperativos de sus comunidades contaban con un margen de discrecionalidad bastante amplio para tomar decisiones.47 


El relato termina justo antes de que comience la modernidad política: meses antes de la revolución francesa, cuando Luis XVI convocó por última vez a los estados generales y estos acudieron representados por diputados con las manos atadas por los famosos cahiers de doléances.48 Allí estaban consignadas las peticiones al rey emanadas de las municipalidades francesas: 


Que la capitulación y las demás cargas pecuniarias sean todas ellas comprendidas en un solo registro, en el cual estén incluidos también los eclesiásticos y los nobles, y que cada contribuyente, a partir de ahora, pague de acuerdo con su opulencia. De esta forma disminuirán las cargas que agobian al pueblo (Cahier de doléances de la Parroquia de Peumerit, Bretaña).49


El mandato imperativo muere para que nazca, literalmente, la representación libre. Los revolucionarios franceses dejaron a un lado estos cuadernos de instrucciones y se autoproclamaron representantes “libres”, aunque buena parte de la constitución que redactaron estuvo inspirada en las propuestas de los cahiers surgidas en las humildes senescalías y bailiazgos de Francia. 


Pero al menos una forma de mandato sobrevivió a este embate. Una parte de este murió con la Revolución y otra muy importante reencarnó en las discusiones sobre la representación política del siglo XIX. Además, los modernos, al querer acabar con el mandato imperativo, han creado en este tiempo una versión deformada de él, un enemigo mucho peor para la independencia de los representantes que el que quisieron combatir. Ahora veremos de qué manera el mandato imperativo murió, sobrevivió, reencarnó y se deformó.


La parte que murió fue la de las instrucciones y órdenes a los legisladores elegidos por el pueblo. Después de la Revolución nunca más se volvió a escuchar de asambleas legislativas cuyos miembros estuvieran atados a órdenes. Esto explica que hasta hoy este sea un tema casi saldado y que incluso los constituyentes de casi todos los países europeos del siglo XX se hayan tomado el trabajo de prohibir explícitamente el mandato imperativo en sus constituciones. 


Otra parte del mandato, sin embargo, sí sobrevivió a las revoluciones francesa y norteamericana. Quedaron en ambos países, y en todo el mundo, otro tipo de representantes no legislativos atados a las instrucciones de alguien: los embajadores a sus Estados o en algunas partes los representantes a sus electores, como en el caso más citado del Colegio Electoral en Estados Unidos.50 


No sobra recordar tampoco que en el campo internacional casi todas las relaciones de representación son de mandato. Tanto en las organizaciones internaciones como en las de integración por lo general los representantes están vinculados a sus gobiernos, siguen las instrucciones de sus gobiernos, y aun así deliberan y actúan con un margen de discrecionalidad. Esto habría que recordárselo a quienes opinan que el mandato imperativo impide la deliberación: no la ha impedido en el Consejo de Seguridad ni en la Asamblea General de las Naciones Unidas, ni en los órganos de la Unión Europea que en muchos casos están integrados por miembros y emisarios de los gobiernos. 


El ejemplo más popular es, sin embargo, el de los políticos a sus partidos. En muchos países, incluida Colombia con su ley de bancadas, los representantes son en realidad mandatarios de sus partidos: reciben y cumplen sus órdenes, votan como decide el partido y, si se apartan, están sometidos a su disciplina y sanciones.


La parte del mandato imperativo que reencarnó en los desarrollos que trajo el siglo XIX en el campo de la representación lo hizo en dos formas distintas. Ambas siguen vigentes y ocupan un lugar muy relevante en la teoría de la representación contemporánea. 


La idea de que los representantes deben estar en alguna forma atados a sus comitentes reencarnó primero en lo que Mill51 llamó la “ética de la representación”. Mill —en este primer capítulo se recogió su argumentación— se refería a los imperativos morales de los representantes a lo que un buen representante debía hacer. 


Su preocupación central no era tanto de diseño institucional. Mill, que escribió sus Consideraciones sobre el gobierno representativo en un momento en que ya estaban bien asentadas las instituciones parlamentarias en Inglaterra, ya suponía que la representación era libre, pero quería preguntarse si un representante “libre”, es decir, libre de instrucciones u órdenes, tenía igual el deber moral de seguir la voluntad de sus electores o si, por el contrario, podía moralmente apartarse de esa voluntad y decidir como le indicara su propio criterio. 


Un buen representante para Mill era un hombre sabio que podía e incluso debía alejarse de la voluntad de sus electores cuando la encontrara equivocada. Algunas décadas atrás, Burke52 les prometía esto mismo a sus electores en Bristol. Para Burke, como para Mill, un buen representante no era el que hacía cuanto sus electores quisieran. En vez de esto, un buen representante debía utilizar su criterio y deliberar con otros en la asamblea para decidir lo que fuera mejor para el interés general. 


Esta polémica ha sobrevivido hasta hoy entre quienes piensan que la representación política debe ser un mecanismo más constitutivo que comunicativo53 y aquellos que por el contrario piensan que los representantes están a cargo sobre todo de transmitir la voluntad de sus representados;54 entre quienes creen que los representantes están para constituir ellos mismos la voluntad de sus representados —crear preferencias en ellos— y quienes consideran que su trabajo es reflejarla en sus decisiones —simplemente comunicar o transmitir las preferencias de los representados—. 


La ética de la representación todavía debate quién es un buen representante: si el que utiliza su propio criterio para decidir con independencia de sus electores o el que les obedece.55 David Beetham56 escribió un artículo excelente sobre el Parlamento británico y la guerra en Irak. Se preguntó —concluyendo que sí— si el Parlamento debió haber seguido la opinión pública mayoritaria en el Reino Unido y oponerse a la guerra en Irak o actuar independientemente, como en efecto lo hizo.


Los partidarios del mandato de hoy no abogan tanto por instrucciones y órdenes sino más bien por una subordinación real de los representantes a sus representados, por una ética de la representación en la que cuenten los deseos de los representados y en la que sea un deber moral de los representantes basar sus decisiones en estos deseos.


¿Pero, qué deseos? En la segunda mitad del siglo XIX la idea del mandato reencarnó en otra noción de la representación política que no ha desaparecido y que será central en este trabajo. Los partidos políticos surgieron en el siglo XIX para poner fin a la edad del parlamentario privado.57 Es decir, el parlamentario completamente “liberado” de sus electores, capaz de decir esto y hacer aquello, en verdad independiente de cualquier presión externa. El representante modelo de la representación libre. 


Una de las razones para el surgimiento de los partidos fue restringir esta independencia por medio de programas y promesas que aunque no obligaban a los representantes sí los sometían a un escrutinio más severo de la opinión pública y a la posibilidad de perder el apoyo de sus electores en la próxima contienda. Al votar por partidos y programas, los electores podían expresar sus deseos de apoyar un proyecto político, un curso de acción determinado. El programa elegido se convertía así en un mandato para el partido que había prometido llevarlo a cabo. Limitaba el radio de acción a los representantes acercándolos a las preferencias de los votantes. Aunque los representantes seguían siendo institucionalmente libres para decidir como quisieran, al menos quedaban políticamente obligados a cumplir sus compromisos programáticos.


Por ello muchos de quienes hoy hablan de mandato se refieren a programas y promesas, una especie de versión moderna de los cuadernos de instrucciones de antes de la Revolución. Una noción moderna del mandato es que los representantes están políticamente obligados a cumplir sus promesas. Están atados, por decirlo de alguna manera, a sus promesas. 
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